Libro de Acuerdos Nº 60 Fº 108/111 Nº 49). En la ciudad de San Salvador de Jujuy, Provincia de Jujuy, a los veintinueve días del mes de noviembre del año dos mil once, los Señores Jueces del Superior Tribunal de Justicia, doctores Sergio Ricardo González, Clara D.L. de Falcone, José Manuel del Campo, María Silvia Bernal y Sergio Marcelo Jenefes, bajo la presidencia del primero de los nombrados, vieron el Expte. Nº 8406/11, caratulado: “Conflicto negativo de competencia entre Juzgado de Primera Instancia Civil y Comercial Nº 2, Secretaría Nº 3 y Nº 9, Secretaría 17 en el Expte. Nº A-49.473/11 Ejecutivo: CORSA S.A. c/ Artero, Javier Fernando”. 

El Dr. González dijo: 

Dan cuenta estos autos del conflicto negativo de competencia suscitado entre los Juzgados de Primera Instancia en lo Civil y Comercial Nº 2 y Nº 9 en el juicio ejecutivo seguido por Corsa S.A. en contra de Javier Fernando Artero. 

De los antecedentes que, en breve síntesis, cabe referir, resulta que promovida la demanda ante el primero de esos Juzgados, su titular, Dra. Olga Villafañe de Griot, le dio trámite. No obstante, antes de que se trabara la litis, su subrogante legal, Dra. Marisa Rondón, declaró su incompetencia en razón de que la demandada tenía domicilio en distinta jurisdicción. Citó el plenario de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial del 29 de junio de 2011 sobre la competencia en ejecuciones cambiarias en las que se encuentran involucrados derechos del consumidor; evocó el art. 36 de la ley 24.240 –de Defensa del Consumidor- y expresó, con cita de un precedente de la Sala I de la Cámara de Apelaciones de ese fuero, conceptos sobre jurisdicción y competencia. 

En razón de ello, la parte actora, si bien manifestó que no compartía los fundamentos expresados en ese auto ni en el plenario citado, pidió se remitiera la causa a la circunscripción judicial del domicilio real del demandado: la de San Pedro de Jujuy, lo que así se dispuso. 

Asignado el expediente al Juzgado Nº 9, su titular, Dr. Hugo César M. Herrera, también declaró su incompetencia y ordenó se tomaran y certificaran copias del principal, se formara este incidente y se remitiera a este Tribunal para dirimir el conflicto así suscitado. 

Para fundar tal pronunciamiento, en cuanto a lo formal, ponderó la extemporaneidad del pronunciamiento de su par y la improcedencia de la remisión del expediente. Lo primero, porque la inhibitoria fue dictada un mes después de formulada la petición; esto es, con posterioridad al plazo previsto en la acordada de este Tribunal del 9 de diciembre de 1994. Lo segundo, por aplicación del art. 25 del C.P.C. que impide que, coetáneamente a la declaración de incompetencia, se giren las actuaciones al órgano jurisdiccional que se considere competente. 

En cuanto al fondo, discrepa de la aplicación al caso del art. 36 de la Ley de Defensa del Consumidor ponderando que la promovida es una acción cambiaria (la ejecución de ocho pagarés) abstraída de todo contenido causal; que ni de los títulos que se ejecutan ni de la demanda surge que aquellos tengan por sustento un contrato, ni que éste verse sobre operación financiera o de crédito, tales los supuestos que contempla esa norma. Ésta, además, está íntimamente vinculada a la del art. 53 de la misma ley que dispone que “en las causas iniciadas por ejercicio de los derechos establecidos en esta ley regirán las normas del proceso de conocimiento más abreviado que rijan en la jurisdicción del tribunal ordinario competente”. En nuestro ámbito, ese proceso es el sumarísimo que, de un tiempo a esta parte y en virtud de distintas modificaciones legislativas, ya no está restringido a la competencia de los Juzgados de Primera Instancia. En el caso de los derechos del consumidor, el art. 3º de la ley 5170 preveía la competencia de esos juzgados, mas, por iniciativa de este Superior Tribunal, tal disposición fue modificada por la ley 5326 que establece que el trámite será el del juicio de amparo asignando competencia a las Salas de la Cámara en lo Civil y Comercial. 

Concreta apreciaciones acerca del incremento de causas y su distribución entre los distintos órganos jurisdiccionales y refiere a datos estadísticos que, en su opinión, vienen a corroborar la ratio legis de la modificación comentada. 

Concluye así que en el caso no es de aplicación la Ley de Defensa del Consumidor pero que, de postularse su aplicación, la competencia sería de la Cámara en lo Civil y Comercial. 

Alude, por último, a lo resuelto por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en “Compañía Financiera Argentina S.A. c/ Toledo, Cristian Alberto” del 24 de octubre de 2010 que postula lo contrario a lo resuelto en el citado plenario de la Cámara Nacional de Apelaciones, aunque puntualiza que aquel se funda en normas procesales del orden nacional. 

Remitidos los autos a consideración del Ministerio Público, se pronunció la Sra. Fiscal General Adjunta por la competencia del Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial Nº 9. Desestima, ante todo, los obstáculos de orden formal planteados por su titular advirtiendo que la Dra. Rondón no dispuso el envío de la causa; por el contrario, resolvió que debía el interesado ocurrir por ante quien correspondiera. Tampoco cabe establecer la extemporaneidad de la inhibitoria de aquella, por el carácter de orden público de la Ley de Defensa del Consumidor, además de ser especial y posterior a la legislación común y a la procesal. En cuanto al fondo, comparte los fundamentos del fallo plenario de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial y postula que “siendo que en tal normativa se otorgó un régimen especial al consumidor derivado de la debilidad intrínseca de la relación con el empresario, sus normas son de aplicación imperativa”. 

Integrado el Tribunal y traídos los autos para resolver, corresponde sin más hacerlo. 

Para despejar las cuestiones de índole formal, descarto, ante todo, la extemporaneidad de la inhibitoria de la Dra. Rondón pues, de resultar atendibles sus fundamentos, la norma que invoca (art. 36, ley 24.240) deben ser aplicada de oficio por ser de orden público (art. 65 de la ley 24.240) y, por lo mismo, en cualquier estado del proceso. Remito, al respecto, a las consideraciones del dictamen fiscal que comparto. 

Tampoco hay desatención del art. 25 del C.P.C. Es verdad que, conforme esa disposición, este Tribunal viene resolviendo que, frente a demandas promovidas ante juez incompetente, debe éste limitarse a expresar su inhibitoria mandando al accionante a “ocurrir por ante quien corresponda” (L.A. 47 Fº 194/195 Nº 82; L.A. 47 Fº 347/349 Nº 136, entre muchos otros). Pero además se dijo que “tal premisa también se respeta cuando los autos son remitidos, a pedido de la actora, al Juez que la misma señala como competente” (L.A. 51 Fº 63/67 Nº 26). 

Más recientemente precisamos que “no hay, en este último supuesto, transgresión a esa norma y no existe, en términos generales, razón que justifique postular que deba denegarse el pedido de la actora a que, una vez declarada la incompetencia de un tribunal o juzgado, la causa sea enviada al que su parte individualice. Tal temperamento, lejos de perjudicar los principios de economía, celeridad y buen orden en el proceso, los preserva. Primero, porque así se evita que, por una sola e idéntica causa, exista más de un expediente. Segundo, porque en caso de que el órgano jurisdiccional destinatario también resolviera su incompetencia, el conflicto así suscitado sería resuelto por este Tribunal en ejercicio de su competencia originaria (art. 164, inc. 5 de la Constitución Provincial) y conforme lo previsto por el art. 28 del C.P.C., sin exponer a la parte actora a la situación de encontrarse con dos expedientes iguales, una misma causa y ningún juez que entienda en ella con la consecuente necesidad de buscar solución a través de la más compleja y onerosa vía de los recursos” (L.A. Nº 59 Fº 80/83 Nº 42). 

En el caso, el ejecutante formuló expreso pedido para que los autos se remitieran al Juzgado de turno con jurisdicción en la ciudad de San Pedro de Jujuy por ser el del domicilio del demandado. Invocó razones de economía procesal y el hecho de que ya se habían practicado en la causa los aportes de ley. Siendo así, la decisión del Juzgado Nº 2 de hacer lugar a lo solicitado y remitir el expediente no admite reparos. 

Paso a tratar lo medular del planteo. 

La competencia de las salas de la Cámara en lo Civil y Comercial debe descartarse de plano. 

En el ámbito provincial, la ley 5326 –modificatoria del art. 3 de la ley 5170- a la que refiere el titular del Juzgado Nº 9 establece que, a los fines de lo dispuesto en el art. 53 de la Ley Nacional 24.240 de Defensa del Consumidor, se aplicarán las normas del proceso de amparo y serán competentes para actuar en las acciones judiciales que se interpongan en su consecuencia las salas de la Cámara en lo Civil y Comercial. 

El art. 53 de la Ley Nacional 24.240, en referencia a las “normas del proceso”, establece que se aplicarán “las de conocimiento más abreviado que rijan en la jurisdicción del tribunal ordinario competente”, pero es claro que refiere al proceso que habrá de inaugurarse con las acciones que contempla el precedente art. 52, que son las que podrá ejercer el consumidor o usuario “cuando sus intereses resulten afectados o amenazados”. Tratándose, en cambio, de los derechos que quisiera hacer valer en juicio el proveedor de los bienes y servicios, son de aplicación las normas generales de procedimiento. 

Ello es de toda lógica pues la ley -sancionada, precisamente, en defensa del consumidor- procura facilitar el acceso a la justicia para el ejercicio de los derechos de éste, considerado como la parte débil de la relación de consumo. De allí que contempla instrumentos de protección en el orden procesal como lo son los procesos abreviados y la prohibición de prórroga de la jurisdicción. 

Contravendría toda lógica y el fin perseguido tanto por el legislador nacional como por el provincial al sancionar la leyes 24.240 y sus modificatorias y 5170 y sus modificatorias habilitar, por vía de interpretación, el proceso del amparo para la ejecución de un crédito seguido por el prestador de bienes y servicios en contra del consumidor. 

Queda por tratar la prórroga de la jurisdicción, cuestión que se conecta con el alcance del art. 36 de la ley 24.240, tras la modificación introducida por el art. 15 de la ley 26.361. Éste –como se dijo- atribuye competencia para entender en el conocimiento de los litigios relativos a contratos regulados por ese artículo (los de operaciones financieras y de créditos para el consumo) al tribunal correspondiente al domicilio real del deudor, previendo la nulidad de todo pacto en contrario. 

El tema fue abordado, con profusos fundamentos, por la Cámara Nacional en el plenario que citó la Dra. Rondón para justificar su inhibitoria. 

Con el voto de la mayoría de sus miembros se expidió dando respuesta afirmativa a los dos interrogantes que motivaron la autoconvocatoria al plenario y que se expresaron así: “En las ejecuciones de títulos cambiarios dirigidas contra deudores residentes fuera de la jurisdicción del tribunal ¿cabe inferir de la sola calidad de las partes que subyace una relación de consumo en los términos previstos en la ley N° 24.240 de Defensa del Consumidor, prescindiendo de la naturaleza cambiaria del título en ejecución? En caso afirmativo ¿corresponde declarar de oficio la incompetencia territorial del tribunal con fundamento en lo dispuesto en el art. 36 de la Ley de Defensa del Consumidor?” 

La cuestión no es baladí. Es que el carácter literal, abstracto y autónomo de los títulos circulatorios ofrece –prima facie- un claro vallado a la indagación sobre la subyacente y eventual relación de consumo para determinar la competencia territorial en función de aquella preceptiva. Las razones dadas por los votos minoritarios en ese plenario ilustran sobre la trascendencia de los reparos. 

No obstante, entiendo que tal vallado no es infranqueable y debe ceder en casos como el que nos ocupa. Las razones dadas en los votos que conforman la mayoría me convencen de que ésta es la solución correcta. 

En efecto, y como con toda precisión lo postula el Dr. Pablo H. Heredia (autor del primer voto) “en nuestro ordenamiento jurídico, el principio de la `abstracción cambiaria´ tiene exclusivo fundamento en el derecho común” (art. 212 del Código de Comercio) por lo que “no puede prevalecer sobre las leyes generales de carácter constitucional dictadas por el Congreso de la Nación, en cumplimiento o ejercicio de la Constitución misma” … “Así lo ordenan positivamente el art. 31 de la Carta Fundamental y el art. 21 de la ley 48, y a ello no escapa, por cierto, el principio de la `abstracción cambiaria´, pudiendo consiguientemente dejárselo de lado para proceder a una indagación causal del título cambiario cuando ello sea preciso para hacer posible la aplicación de las citadas leyes dictadas en cumplimiento o en ejercicio de la Constitución misma”. 

Tal el caso –en efecto- de los derechos del consumidor regulados por las leyes 24.240 y sus modificatorias con raíz en el art. 42 de la Constitución Nacional. 

Lo contrario tornaría ilusoria la concreción de la manda del art. 36 de la ley 24.240 modificado por la 26.361 y el acceso a la justicia que esa norma pretende facilitar a favor del consumidor, previendo que las demandas en su contra deben tramitar en la jurisdicción de su domicilio, fulminando de nulidad los acuerdos de prórroga. 

Repara el voto que comento que “para comprender definitivamente por qué la `abstracción cambiaria´ debe ceder ante la especial indagación causal indicada, conviene recordar que los derechos del consumidor son una especie del género `derechos humanos´ (conf. Ghersi, C. y otros, Derecho y responsabilidades de las empresas y consumidores, Ediciones Organización Mora Libros, Buenos Aires, 1994, ps. 22/23) o, más particularmente, un `derecho civil constitucionalizado´ (conf. Lorenzetti, R., Consumidores, Rubinzal-Culzoni, Santa Fe, 2009, p. 45), y puesto que un principio basilar en la materia es, justamente, el de asegurar al consumidor el acceso a la justicia de manera fácil y eficaz, lo cual debe entenderse inclusive como una exigencia de orden público (conf. Uzal, M., La protección al consumidor en el ámbito de la ley internacional: la ley aplicable y la jurisdicción competente, en Academia Judicial Internacional, `Relaciones de Consumo, Derecho y Economía´, Buenos Aires, 2006, t. I, p. 163, espec. ps. 189/190), la interpretación judicial no puede ser otra que la indicada, consistente en dar prelación al derecho constitucionalmente protegido de modo expreso, por encima del que tiene simple fundamento de derecho común. Es que el derecho del consumidor presenta las características de un microsistema con principios propios, inclusive derogatorios del derecho privado tradicional (conf. Lorenzetti, R., Consumidores, cit., p. 59)”. 

Hago mías esas razones y las demás que se expresan en el plenario por la afirmativa, a cuya lectura remito, para abreviar. 

Sólo estimo necesario agregar que el precedente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación que evoca el Dr. Moisés Herrera en su voto (Cía. Financiera Argentina S.A. c/ Toledo, Cristian Alberto del 24 de octubre de 2010) no tiene gravitación en nuestro análisis pues, como también lo puntualiza el mencionado Magistrado, ese fallo tiene como fundamento la preceptiva del art. 4, 3º párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación que veda al juez declarar de oficio su incompetencia en razón del territorio en asuntos exclusivamente patrimoniales. En nuestra ley adjetiva no existe precepto semejante. Y si bien está previsto que la competencia territorial es prorrogable (art. 19 del C.P.C.), se trata de principio que admite excepciones, tales como las que apunta el Codificador al anotar esa norma y la que resulta, precisamente, de disposiciones superiores como la ahora analizada (art. 36, ley 24.240 modificado por ley 26.361). 

Por las razones dadas, propongo declarar la competencia del Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial Nº 9, en tanto es el del domicilio del ejecutado. 

De compartir mis pares mi criterio, deberán remitirse estas actuaciones a ese Juzgado, Secretaría Nº 17, para que se agreguen al principal. 

Tal es mi voto. 

Los Dres. de Falcone, del Campo, Bernal y Jenefes, adhieren al voto que antecede. 

Por lo expuesto, el Superior Tribunal de Justicia, 

Resuelve: 

1. Declarar que para entender en el Expte. Nº A-49.473/11, caratulado: Ejecutivo: CORSA S.A. c/ Artero, Javier Fernando” es competente el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial Nº 9, Secretaría 17. 

2. Remitir estas actuaciones a ese Juzgado y Secretaría para que se agreguen al principal. 

3. Registrar, agregar copia en autos y notificar por cédula. 

Firmado: Dr. Sergio Ricardo González; Dra. Clara Aurora De Langhe de Falcone; Dr. José Manuel del Campo; Dra. María Silvia Bernal; Dr. Sergio Marcelo Jenefes. 

Ante mí: Dra. Alejandra María Luz Caballero - Secretaria Relatora.

